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SÍNTESIS DE JURISPRUDENCIAS  
Y TESIS AISLADAS SOBRE DERECHO  

A LA EDUCACIÓN SUPERIOR

Yaritza Pérez Pacheco*

La educación tiene como finalidad otorgar las herramientas a los 
individuos dentro de la sociedad para lograr desarrollar sus acti-
vidades de la manera más plena y armonica posible, fomentar 
una cultura de paz y respeto, erradicanto toda práctica que 
haga caer en fanatismos, servidumbres, prejuicios o prácticas 
que denigren la dignidad humana, en el caso de la educación 
superior, correspondiente a la educación normal, tecnológica y 
universitaria, y cuyo principal objetivo es la profesionalización de 
determinadas actividades y la mejora continua del entorno social.1

Para ello, es necesario que los estudiantes adquieran una forma-
ción adecuada para afrontar la sociedad actual que constante-
mente evoluciona en sus ámbitos tecnológicos y científicos. Para 
ello, se requiere que tanto la educación impartida como la eva-
luación de los docentes y de los alumnos sea accesible, eficiente 
y de calidad. Asimismo, es muy importante que aquellos que 
deseen ingresar a la educación superior tengan facilidad de a 
esta, puesto que el Estado mexicano necesita una sociedad en 
constante desarrollo.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha ocupado de los 
conflictos que se le presentan en materia de educación superior. 

* Doctora en Derecho por la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM). Magis-
ter Scientiarum en Derecho Internacional Privado y Comparado y Abogada por la Univer-
sidad Central de Venezuela (UCV). Profesora de Derecho Internacional Privado. Fue direc-
tora de la Escuela de Derecho de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la UCV 
(2011-2015). Candidata a Investigadora Nacional del Sistema Nacional de Investigadores del 
CONACyT (2018-2020). Actualmente es la Subdirectora de Investigación del Centro de 
Investigaciones Judiciales de la Escuela Judicial del Estado de México.

1 Vid. Ley para la coordinación de la educación superior, publicada en el Diario Oficial de 
la Federación del 25 de noviembre de 1975. Última Reforma publicada el 29 de diciembre 
de 1978.
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Es por ello, que en esta sección se presentan jurisprudencias y 
tesis aisladas sobre las características y alcances que tiene la edu-
cación superior o profesional dentro del territorio mexicano, 
estableciendo que la misma es un derecho fundamental que 
pertenece a todo individuo para obtenerla, así como una obli-
gación por parte del Estado para garantizarla (de forma pública 
o privada) de acuerdo con las disposiciones legales aplicables; 
el derecho del alumno a permanecer en la institución educativa 
a pesar de haber tenido algún problema; la autonomía de las 
universidades; la gratuidad de la educación superior; así como 
los casos de promoción del juicio de amparo en aquellos casos 
en los que resulte pertinente para la protección del derecho 
humano a la educación.

1. Derecho humano a la educación

1.1. Derecho fundamental a la educación. Su referente norma-
tivo en el Sistema Jurídico Mexicano

“De acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en nuestro sistema jurídico las prin-
cipales fuentes de reconocimiento de derechos humanos son la 
propia Constitución y los tratados internacionales de los que el 
país es parte. El derecho humano a la educación está reconocido 
tanto en los artículos 3o. y 4o. de la Constitución, como en di-
versos instrumentos internacionales, entre los que destacan los 
artículos XII de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre; 13 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; 13 del Protocolo Adicional a 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de 
San Salvador”; y 28 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño. Las normas citadas coinciden en lo esencial, entre otras 
cosas, en lo relativo a que la titularidad del derecho a la educa-
ción es de toda persona; en que el contenido de la educación 
básica debe estar orientado a posibilitar la autonomía de sus
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titulares y a habilitarlos como miembros de una sociedad demo-
crática; en que la enseñanza básica debe ser asequible a todos sin 
discriminación, de manera obligatoria, universal y gratuita, y el 
Estado debe garantizarla; y en que los padres tienen derecho a 
elegir la educación que se imparta a sus hijos y los particulares 
a impartirla, siempre y cuando respeten el contenido mínimo de 
ese derecho”.2

1.2. Suspensión provisional tratándose del derecho a la educa-
ción superior. Al fijar las universidades parámetros de ingreso 
en términos del artículo 3o., fracción VII, de la Constitución 
Federal, al resolver sobre aquella medida debe ponderarse en-
tre la apariencia del buen derecho y el interés social

“La interpretación de los derechos humanos, aun bajo el princi-
pio pro personae, no tiene el alcance de que todo lo que se soli-
cita con fundamento en ellos necesariamente deba concederse, 
sino que es la ponderación entre la apariencia del buen derecho 
y el interés social los referentes para resolver si la pretensión del 
quejoso de obtener la suspensión provisional del acto reclamado 
procede cuando se trate del derecho a la educación superior, 
dado que su ejercicio y concreción no es absoluto ni arbitrario, 
pues ni las Constituciones Federal y Estatales, ni el artículo 13, 
numeral 2, inciso c), del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales autorizan a que el ejercicio del 
derecho a la educación sea ilimitado o absoluto frente al Estado, 
sino que es relativo por cuanto que el propio artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos seña-
la que los derechos humanos reconocidos podrán restringirse y 
suspenderse en los casos y con las condiciones que ella esta-
blece, siendo precisamente su artículo 3o., fracción VII, el que 
dispone que son las universidades las que fijarán los términos 
de ingreso y es ahí donde se ubica aquella relatividad”.3

2 Tesis 1a./J. 78/2017, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
47, t. I, octubre de 2017, p. 185.

3 Tesis XI.1o.A.T.4 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta del Semanario, Dé-
cima Época, Libro XIX, t. 3, abril de 2013, p. 2298.
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2. Derecho a la educación

2.1. Derecho a la educación. Su configuración mínima es la 
prevista en el artículo 3o. Constitucional

“El artículo 3o. constitucional configura un contenido mínimo del 
derecho a la educación que el Estado Mexicano está obligado a 
garantizar con efecto inmediato; contenido que puede y debe 
ser extendido gradualmente por imperativo del principio de pro-
gresividad. De una lectura sistemática del párrafo primero y las 
fracciones IV y V de esa norma constitucional se advierte una 
diferencia entre la educación básica y la educación superior, en 
cuanto a sus características, por lo que, en principio, éstas no 
necesariamente deben ser las mismas. En efecto, del artículo 3o. 
de la Constitución Federal se advierte que el Estado está obliga-
do a impartir educación preescolar, primaria, secundaria y media 
superior. Que la educación básica está conformada por la educa-
ción preescolar, primaria y secundaria. Que la educación básica y 
media superior son obligatorias. Que, además, la educación que 
imparta el Estado, entendiendo por ésta la educación básica y 
media superior, será gratuita y laica. Así como que el Estado 
tiene el deber de promover y atender todos los tipos y modali-
dades de educación, como la inicial y la superior, que sean nece-
sarias para la consecución de distintos objetivos sociales. De aquí 
se sigue que en nuestro sistema constitucional, la configuración 
mínima del derecho a la educación implica que la educación bá-
sica y media superior que imparta el Estado debe ser gratuita, 
obligatoria, universal y laica. Y que la educación superior que 
imparta el Estado no es obligatoria ni debe ser, en principio, ne-
cesariamente gratuita, aunque no está prohibido que lo sea, pues 
bien puede establecerse su gratuidad en virtud del principio de 
progresividad; y además, debe respetar otros principios como el 
de acceso sobre la base de las capacidades y la no discriminación 
en el acceso, permanencia y conclusión, entre otros”.4

4 Tesis 1a./J. 79/2017, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
47, t. I, octubre de 2017, p. 181.
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2.2. Derecho a la educación superior. Su contenido y caracte-
rísticas

“El contenido del derecho a la educación superior no está centra-
do en la formación de la autonomía personal (esto es, en la dis-
tribución de un bien básico), sino en la materialización de un plan 
de vida libremente elegido, por lo que este tipo de educación 
tiene como finalidad la provisión de herramientas necesarias para 
concretarlo. Asimismo, la educación superior está conectada 
estrechamente con la obtención de determinados objetivos co-
lectivos, tales como el desarrollo del conocimiento científico y 
tecnológico, el fomento de la cultura y de actividades económi-
cas, etcétera; por lo que las obligaciones de promoción del Esta-
do no pueden desvincularse de estas finalidades sociales cuya 
maximización beneficia a la sociedad de manera difusa. Dado 
que este tipo de educación se vincula más con la materialización 
de un plan de vida que con la provisión de las condiciones nece-
sarias para su elección, se justifica, prima facie, que la educación 
superior no sea obligatoria (porque depende de la libre elección 
individual); ni universal (porque requiere la posesión de ciertas 
capacidades intelectuales y formación previa para conseguir los 
fines de producción y transmisión del conocimiento); ni, necesa-
riamente, gratuita, aunque el Estado mexicano, en virtud del 
principio de progresividad y de diversos compromisos interna-
cionales, asumió la obligación de extender, paulatinamente, la 
gratuidad a la educación pública superior; además, que impere la 
libertad de enseñanza y libre discusión de las ideas y que la ofer-
ta esté conectada, al menos en lo concerniente a la educación 
superior que imparte el Estado, con la consecución de diversos 
objetivos colectivos vinculados con el desarrollo (económico, 
social, cultural, etcétera) de la Nación. No obstante, ello no au-
toriza a establecer condiciones arbitrarias, pues la educación su-
perior está sometida al principio de no discriminación y por ello 
está vedado imponer condiciones de acceso, permanencia y 
conclusión discriminatorias, esto es, que establezcan diferencias 
de trato con base en propiedades irrelevantes para la consecu-
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ción de los fines de la educación superior o sean inadecuadas, 
innecesarias o desproporcionadas”.5

2.3. Educación superior. Como derecho fundamental de los 
gobernados, corresponde al Estado garantizarlo

“De conformidad con lo dispuesto en los artículos 3o. y 4o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cons-
tituye un derecho fundamental de los gobernados, recibir la edu-
cación en las instituciones que autorice la ley. Por su parte, los 
tratados internacionales consagran como interés supremo el del 
menor, así como la obligación de dar un trato digno y sin discri-
minación por maestros, escuelas e instituciones similares. En tales 
condiciones, al ejercer un menor su derecho a recibir la educa-
ción superior, basta el hecho de que haya realizado los trámites 
necesarios de inscripción para ingresar a la preparatoria, para 
que el Estado haga cuanto esté a su alcance para proteger ese 
derecho fundamental. De esa manera, si las autoridades univer-
sitarias no acreditan que él, como interesado, no obtuvo califica-
ción aprobatoria en el examen de admisión, debe prevalecer el 
derecho fundamental del menor a recibir la educación superior 
garantizada por el Estado”.6

2.4. Universidades e instituciones de educación superior. La 
resolución que emitan en el sentido de expulsar a un alumno 
que infringió la normativa aplicable, no viola el derecho a la 
educación

“De lo dispuesto en el artículo 3o., fracción VII, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que 
las universidades e instituciones de educación superior tienen 
una autonomía normativa y orgánica plena, lo que les permite 
expedir su propia legislación e instituir sus propios órganos de 

5 Tesis 1a./J. 83/2017, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
47, t. I, octubre de 2017, p. 182.

6 Tesis IV.1o.A.12 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta del Semanario, Déci-
ma Época, Libro VIII, t. 2, mayo de 2012, p. 1805.
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gobierno. Ahora bien, si un gobernado infringe la normativa es-
tablecida por aquellos órganos, instruyéndosele un procedi-
miento administrativo que culmina con su expulsión como 
alumno, dicha resolución no puede considerarse como violato-
ria del derecho a la educación consagrado en el artículo 3o. de 
la propia Constitución Federal, ya que éste en ningún momento 
establece que las universidades e instituciones de educación su-
perior no puedan expulsar a los alumnos que hayan infringido el 
marco legal aplicable”.7

3. Autonomía universitaria

3.1. Autonomía universitaria. Constituye una garantía instru-
mental que maximiza el derecho humano a la educación su-
perior

“La autonomía universitaria tiene un carácter exclusivamente ins-
trumental y no conforma, per se, un fin en sí misma, por lo que 
es valiosa sólo si maximiza el derecho humano a la educación 
superior; se proyecta en la libertad de cátedra, investigación, exa-
men, discusión de las ideas, determinación de sus planes y pro-
gramas de estudio, forma en la que se administrará el patrimonio 
universitario, así como la fijación de los términos de ingreso, pro-
moción o permanencia del personal académico; facultad que exi-
ge estar sometida a un grado de justiciabilidad, por lo que no 
constituye un derecho en sí, sino el instrumento para hacer efec-
tivo aquél; por ello, aun cuando las Juntas no pueden llevar a 
cabo una función evaluadora, deben revisar que la universidad 
haya respetado sus propias normas, que no las haya inaplicado o 
aplicado incorrectamente en perjuicio del derecho fundamental 
al trabajo (del académico) e, indirectamente, del derecho a la 
educación superior de calidad (del estudiante). En este sentido, 
los instrumentos previstos en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos son, la mayoría de las veces, las garantías 

7 Tesis 1a. XIII/2003, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta del Semanario, No-
vena Época, Libro XVII, mayo de 2003, p. 245.



Nueva Época, N° 10, abril 2019, pp. 417-437, ISSN 2594-2018

422 | yaritza Pérez Pacheco

a que se refiere su artículo 1o., sin que puedan ni deban confun-
dirse a los derechos humanos con sus garantías, y menos estable-
cer que hay sinonimia entre aquéllos y éstas. Así, las garantías 
son, por regla general, los mecanismos constitucionales para ha-
cer funcionales y efectivos a los derechos humanos por cuanto 
que la circunstancia de que unas y otros estén en la Constitución, 
de ninguna manera significa que ineludiblemente las garantías 
sean derechos humanos, pues se llegaría al absurdo de que, por 
ejemplo, el arraigo —por estar igualmente previsto en la Consti-
tución— fuera un derecho humano, cuando no lo es, sino más 
bien representa una restricción constitucional al ejercicio de la 
libertad”.8

3.2. Autonomía universitaria. Tiene un carácter exclusivamen-
te instrumental para maximizar el derecho humano a la educa-
ción superior, por lo que no conforma, per se, un fin en sí 
misma

“La autonomía universitaria es un diseño institucional tendente a 
maximizar la protección del principio de libre enseñanza (liber-
tad de cátedra, de investigación, y de examen y discusión de las 
ideas), indispensable para la formación y transmisión del conoci-
miento. Es decir, la autonomía universitaria tiene como finalidad 
proteger las condiciones necesarias para la satisfacción del dere-
cho a la educación superior y, en este sentido, constituye una 
garantía institucional de ese derecho. En este tenor, la autonomía 
universitaria tiene un carácter exclusivamente instrumental y no 
conforma, per se, un fin en sí misma, por lo que es valiosa si y sólo 
si —y en la medida en que— maximiza el derecho humano a la 
educación superior. Por ello, no debe confundirse la autonomía 
universitaria, el medio, con la libertad de enseñanza como parte 
del derecho fundamental a la educación superior, que es el fin”.9

8 Tesis XI.1o.A.T.42 L, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Li-
bro 56, t. II, julio de 2018, p. 1466.

9 Tesis 1a. CCXCIV/2016, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 37, t. I, diciembre de 2016, p. 361.
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3.3. Autonomía universitaria. Constituye una garantía institu-
cional del derecho a la educación superior, por lo que no pue-
de ser utilizada para restringirlo

“La autonomía universitaria es una garantía institucional del dere-
cho a la educación superior, es decir, tiene un carácter exclusiva-
mente instrumental y no conforma, per se, un fin en sí misma, 
por lo que es valiosa si y sólo si —y en la medida en que— maxi-
miza el derecho humano a la educación superior. En este senti-
do, no debe confundirse la autonomía universitaria, en cuanto 
garantía institucional que se predica de una persona jurídica de 
derecho público —la universidad autónoma—, con los derechos 
fundamentales de las personas físicas que la integran: el derecho 
a la educación superior y sus distintos haces normativos, como el 
derecho a la libre investigación y discusión de las ideas, el dere-
cho a la libertad de cátedra, entre otros. Esto es, el hecho de que 
la autonomía universitaria tenga una relación instrumental con la 
maximización de derechos individuales, no implica que ésta sea a 
su vez un derecho humano de una persona jurídico-colectiva que 
deba ponderarse con los derechos humanos de sus miembros. 
La autonomía universitaria, en definitiva, está subordinada a la 
maximización del derecho a la educación, por lo que, por regla 
general, el ejercicio legítimo de aquélla no puede incluir la restric-
ción de aspecto alguno del derecho a la educación”.10

4. Gratuidad de la educación superior

4.1. Educación superior. La Constitución Política del Estado de 
San Luis Potosí no prevé su gratuidad

“Del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos se advierte que en nuestro sistema constitucio-
nal, la configuración mínima del derecho a la educación implica 
que la educación básica y media superior que imparta el Estado 

10 Tesis 1a./J. 119/2017, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 48, t. I, noviembre de 2017, p. 132.
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debe ser gratuita, obligatoria y universal; en cambio, no establece 
que la educación superior tenga esas características, pues sólo le 
impone la obligación de promoverla para la consecución de dis-
tintos objetivos sociales vinculados con el desarrollo de la Na-
ción, como la investigación científica y tecnológica, y el fortaleci-
miento y difusión de nuestra cultura. No obstante, tampoco 
impide que sea gratuita, pues la tutela constitucional del derecho 
a la educación debe entenderse como un mínimo, el cual puede 
ampliarse válidamente por las Legislaturas Estatales, en virtud del 
principio de progresividad reconocido en el artículo 1o. de dicha 
Norma Fundamental. Por su parte, el artículo 10 de la Constitu-
ción Política del Estado de San Luis Potosí prevé que todas las 
personas tienen derecho a recibir educación; asimismo, reitera 
que será obligatoria la preescolar, primaria, secundaria y media 
superior. Sin embargo, al utilizar la expresión: “la educación que 
imparta el Estado en todos sus tipos y modalidades será gratui-
ta”, no incluye a la educación superior, porque ante la omisión de 
establecer cuál es la educación que debe impartir el Estado, 
debe acudirse al artículo 3o. citado, que sí precisa que únicamen-
te es la preescolar, primaria, secundaria y media superior. Por 
tanto, el precepto local citado debe entenderse en el sentido de 
que sólo ésta, en todos sus tipos y modalidades será gratuita; sin 
incluir a la educación superior, pues de haber sido ésa la inten-
ción del legislador, así lo habría dispuesto expresamente”.11

4.2. Derecho a la educación pública superior. El Estado Mexi-
cano tiene la obligación de implantar progresivamente su 
gratuidad

“Si bien la configuración mínima del derecho a la educación pú-
blica superior, prevista en el artículo 3o. de la Constitución Fede-
ral, no establece que el Estado Mexicano deba proveerla de ma-
nera gratuita, sino sólo promoverla para lograr distintos objetivos 
colectivos necesarios para el desarrollo de la Nación, lo cierto 
es que el Estado Mexicano asumió la obligación de extender la 

11 Tesis IX.1o.C.A.3 A, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Li-
bro 46, t. III, septiembre de 2017, p. 1819.
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gratuidad también a la educación superior, de acuerdo con el 
principio de progresividad previsto en el artículo 1o. constitucio-
nal y en las diversas normas internacionales, así como en el com-
promiso asumido en el artículo 13, número 2, inciso c), del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y 
en el artículo 13, número 2, inciso c), del Protocolo adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de 
San Salvador”, que establecen que debe implantarse progresiva-
mente la enseñanza superior gratuita”.12

5. Amparo contra actos de autoridades de universida-
des públicas y privadas

5.1. Universidades privadas. La omisión de entregar a sus 
egresados el certificado de estudios y el título profesional, así 
como de tramitar la cédula correspondiente, constituye un 
acto equivalente a los de autoridad, impugnable en el Amparo 
Indirecto

“La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver la contradicción de tesis 37/2005-SS, de la que derivó 
la jurisprudencia 2a./J.180/2005, de rubro: “Universidad de Gua-
dalajara. La resolución de no admitir como alumno a un aspiran-
te por no haber aprobado el examen de ingreso correspondiente, 
no constituye un acto impugnable a través del juicio de amparo.” 
estableció, de conformidad con la Ley de Amparo abrogada, que 
las universidades públicas autónomas pueden ser autoridad para 
efectos del juicio de amparo, respecto de actos realizados con 
sus alumnos porque: I. Se trata de organismos públicos descen-
tralizados integrantes de la administración pública y, por ende, 
de la entidad política a la que pertenecen; y, II. Están dotadas de 
autonomía en términos del artículo 3o., fracción VII, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al regirse 
por sus propias normas generales expedidas por el respectivo 

12 Tesis 1a./J. 84/2017, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Li-
bro 47, t. I, octubre de 2017, p. 180.
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Congreso, o conferirse la facultad de expedirlas mediante una 
cláusula legal habilitante. Por otra parte, de conformidad con los 
artículos 1o., último párrafo y 5o., fracción II, segundo párrafo, de 
la Ley de Amparo vigente, los particulares podrán tener el carác-
ter de autoridad cuando: a) dicten, ordenen, ejecuten o traten 
de ejecutar algún acto en forma unilateral y obligatoria, o bien, 
omitan actuar en determinado sentido; b) afecten derechos al 
crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas; y, c) sus funcio-
nes estén determinadas en una norma general que les confiera 
atribuciones para actuar como una autoridad del Estado, cuyo 
ejercicio, por lo general, tiene un margen de discrecionalidad. 
Ahora bien, las instituciones privadas que prestan servicios de 
educación superior, que corresponden de forma originaria al Es-
tado, en forma similar a las universidades públicas autónomas, 
tienen la calidad de particulares que realizan actos equivalentes a 
los de autoridad cuando se les reclame la omisión de entregar 
a sus egresados el certificado de estudios y el título profesional, 
así como de tramitar la cédula correspondiente, ya que: a) Si bien 
no pertenecen al Estado, sus funciones están determinadas en el 
artículo 3o. constitucional y reguladas en los preceptos 54 a 58 
de la Ley General de Educación, los cuales les confieren atribu-
ciones para actuar como una autoridad del Estado (universidad 
autónoma), en cuyo ejercicio tienen un margen de discrecionali-
dad; b) Gozan de autonomía en cuanto a que se rigen por sus 
propias normas y tienen la facultad de expedir certificados y 
otorgar constancias, diplomas, títulos o grados académicos a las 
personas que hayan concluido los estudios que imparten, siem-
pre y cuando se encuentren apegados a los planes educativos 
aprobados por la Secretaría de Educación Pública; y, c) Actúan 
frente a sus alumnos como autoridad, pues dicho acto es unila-
teral y con total margen de discrecionalidad, ya que no se requie-
re de la autorización de aquéllos para incurrir en la omisión re-
clamada, lo cual transgrede el derecho humano a la educación. 
Por tanto, la omisión referida puede impugnarse en el amparo 
indirecto”.13

13 Tesis XXVII.3o.35 A, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 53, t. III, abril de 2018, p. 2403.
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5.2. Universidades privadas. La negativa de aplicar a sus alum-
nos exámenes parciales y finales, cuando el derecho a presen-
tarlos se encuentre establecido en su normativa interna, es un 
acto de particular equivalente a los de autoridad, impugnable 
en el Amparo Indirecto

“La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en la jurisprudencia 2a./J. 12/2002 estableció, conforme a la inter-
pretación que realizó de la Ley de Amparo abrogada, que las 
universidades públicas autónomas son organismos descentraliza-
dos que forman parte de la administración pública e integran la 
entidad política a la que pertenecen (Federación o Estado); están 
dotadas legalmente de autonomía en términos del artículo 3o., 
fracción VIII (actualmente fracción VII), de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y, al regirse por normas de 
carácter general expedidas por el respectivo Congreso, o por 
tener la facultad de emitirlas por medio de una cláusula legal 
habilitante, pueden ser autoridad para efectos del juicio de ampa-
ro, respecto de actos realizados con sus alumnos. Ahora bien, en 
términos de los artículos 1o., último párrafo y 5o., fracción II, de 
la Ley de Amparo vigente, las universidades privadas, prestadoras 
del servicio de educación superior que corresponde originaria-
mente al Estado, son particulares que pueden realizar actos 
equivalentes a los de autoridad, al desarrollar funciones similares 
a las universidades públicas autónomas, siempre que: a) dicten, 
ordenen, ejecuten o traten de ejecutar algún acto en forma uni-
lateral y obligatoria, o bien, que omitan actuar en determinado 
sentido; b) afecten derechos creando, modificando o extinguien-
do situaciones jurídicas; y, c) sus funciones estén determinadas 
en una norma general que les confiera atribuciones para actuar 
como una autoridad del Estado, cuyo ejercicio, por lo general, 
tenga un margen de discrecionalidad. Es así, pues al igual que las 
universidades públicas, cuentan con la autorización que les con-
fiere el citado precepto constitucional, sus funciones están regu-
ladas en los artículos 54 a 58 de la Ley General de Educación, y 
tienen facultad de establecer la forma en que prestan sus servi-
cios educativos, siempre y cuando se encuentren apegados a los 
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planes educativos aprobados por la Secretaría de Educación Pú-
blica. Por tanto, la negativa de una universidad privada de aplicar 
a sus alumnos exámenes parciales y finales, cuando el derecho a 
presentarlos se encuentre establecido en su normativa interna, la 
cual se emitió de conformidad con una norma general que le 
confiere autonomía para crear situaciones jurídicas que habrán 
de regir para sus alumnos en general, es un acto de particular 
equivalente a los de autoridad, impugnable en el amparo indirec-
to, porque puede afectar el derecho humano a la educación”.14

5.3. Universidades privadas. No es un motivo manifiesto e in-
dudable de improcedencia del Amparo, si les reviste o no el 
carácter de autoridad, ni puede definirse tal cosa en el auto 
inicial del juicio para desechar de plano la demanda

“De conformidad con el artículo 113 de la Ley de Amparo, el 
órgano jurisdiccional tiene la potestad para desechar de plano 
la demanda, siempre que exista una causa manifiesta e induda-
ble de improcedencia, esto es, que sea evidente y no pueda 
ponerse en duda su actualización, al grado que, aun de admitirla 
a trámite, en la sentencia definitiva se llegaría a la misma conclu-
sión y generaría el sobreseimiento en el juicio. Por otra parte, el 
artículo 5o., fracción II, de la propia ley establece la posibilidad 
de que los particulares puedan equipararse a una autoridad res-
ponsable para efectos del amparo, cuando actúan por disposi-
ción de una norma general y emiten actos de forma unilateral y 
obligatoria que afecten derechos del quejoso. Ahora bien, las 
universidades particulares actúan conforme con la ley cuando 
imparten educación superior, al prestar un servicio público que, 
en principio, corresponde al Estado y que, en consecuencia, se 
traduce en un derecho humano, en términos del artículo 3o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de modo 
que si en ese contexto dichas universidades emiten actos que 
afectan la situación de alguno de sus alumnos, en ejercicio de 

14 Tesis XXVII.3o.33 A, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 47, t. IV, octubre de 2017, p. 2669.



429síntesis de jurisPrudencias |

funciones establecidas en una norma general y con ellos crean, 
modifican o extinguen, de forma unilateral y obligatoria la situa-
ción educativa del quejoso; entonces, debe admitirse la demanda 
de amparo para permitir a las partes allegar al juicio las pruebas 
con las cuales, en su caso, puedan demostrar o desvirtuar esa 
calidad de autoridad equiparada y la afectación aducida. Además, 
en el auto inicial relativo a la presentación de la demanda no 
puede definirse si las universidades privadas son o no autoridad 
para efectos del amparo, en tanto que en esa etapa procesal no 
se cuenta con los elementos necesarios para hacerlo, pues para 
definir si dichas instituciones tienen o no el carácter de autori-
dades responsables y el alcance de sus actos, deben analizarse 
las distintas disposiciones legales y reglamentarias con base en 
las cuales actuaron, así como los demás elementos fácticos y 
jurídicos que inciden en su determinación para constatar si ejer-
cieron esas atribuciones y si son equivalentes a los de autoridad, 
aspectos que serán materia de prueba en el juicio y de resolu-
ción en la sentencia definitiva; de otro modo, al desechar de 
plano la demanda se vedaría injustificadamente el acceso al me-
dio de control constitucional”.15

5.4. Suspensión en el Amparo. Es improcedente concederla 
para el efecto de que se permita a un alumno de la Universidad 
Autónoma de Nuevo León reinscribirse gratuitamente para 
cursar estudios de educación profesional o superior, porque 
se constituiría un derecho en su favor que no tenía antes de 
promover el Juicio Constitucional

“La reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de 
junio de 2011, constituye el antecedente para orientar el escru-
tinio y entendimiento de la Ley de Amparo en vigor, en particu-
lar sobre el tema de la suspensión del acto reclamado, en que el 
Constituyente Permanente externó su voluntad de transformar 

15 Tesis I.18o.A.22 A, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
33, t. IV, agosto de 2016, p. 2809.
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al juicio de amparo en un instrumento de protección y restaura-
ción de derechos humanos, y de orientar a las instituciones pro-
pias de dicho procedimiento a ser congruentes con el nuevo 
contexto constitucional, para lo cual, consideró pertinente no 
una simple reforma a la Ley de Amparo de 1936, sino su abro-
gación y la expedición de una nueva, orientada, por lo que toca 
a la suspensión del acto reclamado, a generar un sistema norma-
tivo equilibrado que la haga más eficaz, al ampliar la discreciona-
lidad de los Jueces y establecer su obligación de ponderar, cuan-
do la naturaleza del acto lo permita, la apariencia del buen 
derecho y el interés social y, a la vez, existan elementos de con-
trol de dicho ejercicio, que eviten y corrijan el abuso de la pre-
cautoria del amparo y excluyan que la discrecionalidad se torne 
en arbitrariedad, lo que llevó a una revisión puntual de los su-
puestos en los que, en términos de la ley, se actualiza la afecta-
ción al interés social y orientó la normativa en vigor a prever 
mayores requisitos adjetivos y sustantivos que la abrogada, para 
el otorgamiento de la medida suspensional. Los referidos ele-
mentos normativos sustantivos y formales, aplicables respecto 
de la suspensión a petición de parte, se prevén en los artículos 
128, 131, párrafo segundo, 138 y 147 de la Ley de Amparo en 
vigor y, a la vez, se complementan con elementos específicos de 
ponderación en diversas hipótesis previstas por el legislador, 
como aparece en relación con los asuntos en que debe valorarse 
si negar la suspensión por la mera adecuación del caso concreto 
a alguno de los supuestos del artículo 129, resultaría en un per-
juicio mayor al interés social, o bien, cuando se exige que en re-
lación con los casos en que se acude invocando un interés legíti-
mo, más allá del interés del particular, obre un interés social de 
que se otorgue la medida y, también, cuando antes de decidir 
sobre otorgar la suspensión con el efecto de restablecer al que-
joso en el goce del derecho vulnerado, se verifique que ello sea 
jurídica y materialmente posible. Así, la verificación de éstos por 
los Jueces, evita el abuso de la institución y que se otorguen sus-
pensiones que lastimen la sensibilidad social, mientras que verifi-
car que se hayan cumplido, permite a los Tribunales Colegiados 
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de Circuito corregir esos efectos en los casos y mediante los 
recursos de que conozcan; esos elementos ocupan prácticamen-
te el mismo nivel de exigencia respecto de cada uno de ellos y 
consisten en que: I) El quejoso solicite la suspensión, en lo cual, 
va inmerso que se acredite el interés suspensional; II) Efectuado 
el análisis ponderado entre la apariencia del buen derecho y el 
interés social, no se siga perjuicio a este último ni se contraven-
gan disposiciones de orden público; III) La suspensión no tenga 
por efecto modificar o restringir derechos ni constituir aquellos 
que no haya tenido el quejoso antes de la presentación de la 
demanda; IV) Se fijen los requisitos (de efectividad) y efectos de 
la medida y la situación en que habrán de quedar las cosas; V) Se 
tomen las medidas pertinentes para conservar la materia del am-
paro hasta la terminación del juicio; VI) De ser jurídica y material-
mente posible, se restaure al quejoso en el goce del derecho 
vulnerado; y, VII) No se defrauden derechos de menores o inca-
paces, en tanto se dicte sentencia definitiva en el juicio de ampa-
ro. Consecuentemente, es improcedente conceder la suspen-
sión del acto reclamado para el efecto de que se permita a un 
alumno de la Universidad Autónoma de Nuevo León reinscribir-
se gratuitamente para cursar estudios profesionales o superiores, 
toda vez que se constituiría un derecho en su favor que no tenía 
antes de promover el juicio constitucional, porque si bien es cier-
to que de la interpretación del artículo 3o. constitucional se co-
lige que la educación es un derecho fundamental, también lo es 
que la Norma Suprema no establece la obligatoriedad de la edu-
cación superior, sino que dispone que el Estado debe impartirla 
en los niveles preescolar, primaria, secundaria y media superior, 
lo que se encuentra directamente relacionado con la fracción IV 
del propio precepto, al establecer que toda la educación que el 
Estado imparta será gratuita, por lo que se concluye que la gra-
tuidad en la educación se refiere a la que el Estado se encuentra 
obligado a otorgar, únicamente en los niveles enunciados. Ade-
más, conforme a los artículos 33 y 34 del Reglamento General 
sobre los Procedimientos de Admisión y Permanencia de los 
Estudiantes de la Universidad Autónoma de Nuevo León, estu-
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diante de reingreso es aquel que estando inscrito durante el pe-
riodo escolar anterior en algún programa educativo de las escue-
las o facultades de la universidad, desea continuar en el mismo, y 
que para inscribirse como tal, deberá cubrir ciertos requisitos, 
entre los que destaca, efectuar los pagos que para el efecto se-
ñalen la tesorería y la escuela o facultad, sin que establezcan al-
guna excepción directa (fuera de algún sistema de beca, en caso 
de contar con éste) para incumplirlo, por lo cual, de la citada 
normativa no se advierte la obligación por parte de la universi-
dad mencionada de brindar el servicio educativo profesional en 
forma gratuita”.16

5.5. Autoridad responsable. La universidad autónoma de nue-
vo león tiene ese carácter cuando impide u obstaculiza al par-
ticular obtener la calidad de alumno

“La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos esta-
blece en los artículos 3o. y 4o., que todo individuo tiene derecho 
a recibir educación y que las universidades, a las que la ley otor-
gue autonomía, tendrán la facultad de gobernarse a sí mismas. Al 
respecto, la Universidad Autónoma de Nuevo León es un or-
ganismo descentralizado que forma parte de la administración 
pública del Estado de Nuevo León, con plena capacidad y perso-
nalidad jurídica propia, con autonomía e independencia plena, 
según lo establece el artículo 1 de la ley orgánica de esa institu-
ción educativa. Por tanto, si la propia universidad, en ejercicio de 
sus leyes internas, ante los trámites de inscripción de la quejosa, 
impide u obstaculiza el derecho a recibir la educación que en ella 
se imparte, es claro que lo hace en un plano de supra a subordi-
nación, pues unilateralmente determina que el interesado debe 
someterse al proceso de selección, sin posibilidad de oponerse 
a dicha actuación, circunstancia que le imprime la característica 
esencial de imperio que tiene todo acto de autoridad. Por esa 
razón, cuando se reclama el procedimiento que niega el acceso 

16 Tesis IV.2o.A.96 A, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
10, t. III, septiembre de 2014, p. 2601.
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a la educación superior, éste constituye un acto de autoridad 
reclamable en el juicio de amparo, ya que es el que impide a la 
quejosa que reúna la calidad de alumno. Es decir, si la esencia 
del reclamo radica en cuestionar la validez del procedimiento 
que le impidió reunir esa calidad, es ilógico exigir, para la proce-
dencia del juicio, que acredite ser alumna de la institución, pues 
ello implicaría que se demuestre precisamente lo que aún no 
ocurre”.17

5.6. Universidad Autónoma de Nuevo León. Corresponde a la 
institución educativa demostrar que el interesado, al preten-
der acceder a recibir educación, no reunió los correspondien-
tes requisitos

“De conformidad con el artículo 1 de la Ley Orgánica de la Uni-
versidad Autónoma de Nuevo León, ésta es una institución 
de cultura superior al servicio de la sociedad, descentralizada del 
Estado, con plena capacidad y personalidad jurídica, además 
de que goza de autonomía e independencia plena. Por su parte, 
el artículo 1 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el 
Estado de Nuevo León, establece que la administración estatal 
estará conformada por los organismos públicos descentralizados. 
En esa medida, cuando el acto reclamado se hace consistir en la 
validez del procedimiento que impide al particular reunir la cali-
dad de alumno en la institución educativa, que por ley es autó-
noma e independiente, corresponde a la propia universidad 
acreditar que la quejosa, como titular del derecho fundamental a 
recibir educación, no cumplió con los requisitos de admisión; 
entre otros, la aprobación del examen. Por tanto, si la institución 
educativa procedió a la destrucción física del examen sin funda-
mentación y motivación, es claro que violó la garantía de seguri-
dad jurídica, pues privó a la quejosa del derecho de acreditar 
la aprobación correspondiente y, en consecuencia, el amparo 
y la protección constitucional deben concederse ya con el preci-

17 Tesis IV.1o.A.10 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta del Semanario, Dé-
cima Época, Libro VIII, t. 2, mayo de 2012, p. 1804.
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so efecto de que se le admita y prevalezca el derecho fundamen-
tal a recibir la educación superior”.18

5.7. Universidad de Guadalajara. La resolución de no admitir 
como alumno a un aspirante por no haber aprobado el examen 
de ingreso correspondiente, no constituye un acto impugnable 
a través del Juicio de Amparo

“La mencionada Universidad es, de acuerdo al artículo 1o. de su 
Ley Orgánica, “un organismo público descentralizado del gobier-
no del Estado de Jalisco con autonomía, personalidad jurídica y 
patrimonio propios, cuyo fin es impartir educación media supe-
rior y superior”; por tanto, conforme al artículo 3o., fracción VII, 
de la Constitución Federal, goza de independencia para determi-
nar por sí sola, los términos y condiciones en que desarrollará los 
servicios educativos que preste, así como los requisitos de ingre-
so, promoción y permanencia de su personal académico, lo que 
la habilita para emitir disposiciones administrativas de observan-
cia general que le permitan cumplir con mejores resultados sus 
fines educativos. Ahora bien, en términos del artículo 20 de la 
Ley Orgánica de la Universidad de Guadalajara, se considerará 
alumno al aspirante que cumpliendo con los requisitos de ingre-
so establecidos por la normatividad aplicable, haya sido admitido 
por la autoridad competente y se encuentre inscrito en alguno 
de los programas académicos de la Universidad, siendo hasta 
entonces cuando se incorporan a su esfera jurídica el conjunto 
de derechos y obligaciones que lo ubican en esa específica situa-
ción jurídica. En consecuencia, la denegación de la Universidad 
de Guadalajara para admitir a una persona como alumno, por no 
haber aprobado el examen correspondiente, no constituye un 
acto de autoridad impugnable a través del juicio de amparo, pues 
los aspirantes, en términos del artículo 10 del Reglamento Gene-
ral de Ingreso de Alumnos a la Universidad de Guadalajara, úni-
camente tienen derecho a ser tomados en cuenta en la selección 

18 Tesis IV.1o.A.11 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta del Semanario, Dé-
cima Época, Libro VIII, t. 2, mayo de 2012, p. 1806.
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de ingreso, de acuerdo con los criterios, requisitos y lineamien-
tos establecidos en el propio Reglamento; de ahí que no exista 
entre la citada Institución educativa y el aspirante, relación de 
supra a subordinación, ya que éste no ha incorporado a su esfe-
ra jurídica derechos y obligaciones relacionados con dicha casa 
de estudios”.19

19 Tesis 2a./J. 180/2005, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta del Semanario, 
Novena Época, Libro XXIII, enero de 2006, p. 1261.




